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APORTES PARA LA DISCUSIÓN SOBRE EL SEGURO DE CAUCIÓN 

El Administrador vs. la Póliza de Caución. 

La preocupación que reina en el ambiente de las contrataciones públicas sobre 

las garantías de los contratos que entregan proveedores y contratistas de la 

Administración, se ve justificada por la cantidad de obras, servicios y bienes 

materiales que no llegan a ser cumplidos, y, por la dificultad para hacer 

efectivas las garantías dadas en función a ello. 

Amén, que luego de la implementación de causas penales a los responsables 

administrativos por no ejecutar las garantías contractuales o porque éstas se 

perdieron por desidia o negligencia, se ha volcado una cantidad importante de 

reclamos al ámbito jurisdiccional para evitar tales consecuencias. Entonces, 

ante tal amenaza, vía dictámenes, consultorías, decretos y otros actos 

normativos se trató que el funcionariado siga ciertos pasos que mantenga 

vigente el derecho a percibir esas garantías del garante, de modo tal que sí 

llegara el momento de entablar acción, ésta se hiciera con cierta expectativa de 

victoria. 

Tipos de Garantías. 

Observemos que las garantías, de mantenimiento de ofertas, cumplimiento de 

contratos y el anticipo, solo pueden ser instrumentada de dos formas: a) 

garantía bancaria; y, b) pólizas de caución. (art. 39 L. 2.051/03 y art. 81 Dto. 

21.909/03). 

De una simple lectura de ese articulado ya encontramos que el propio 

legislador, en su decreto, ha visualizado una diferencia entre uno y otro 

instrumento. Es así, que cuando dispone sobre la póliza de seguros agrega que 

la otorgante debe contar con suficiente margen de solvencia. El Margen de 

Solvencia es una graduación que regula la Superintendencia de Seguros y 

resulta de la operativa técnica y financiera del asegurador. Es decir, para el 

legislador es aceptable la garantía otorgada por cualquier banco pero no de 

cualquier compañía de seguros. 
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Desde ya, no seremos nosotros los que desmintamos al legislador,  pero como 

no se sabe que es suficiente, tal mandato solo es un obstáculo mas al trabajo 

del Administrador Público. Tampoco el suficiente margen de solvencia es 

determinante para pronunciarse favorablemente sobre el derecho del 

Asegurado. 

Ese hecho ya debe llamar la atención al Administrador para aplicarse con 

mayor esfuerzo sobre las garantías instrumentadas en pólizas que en las 

bancarias. Otro hecho que debe llamar la atención al administrador es la casi 

inexistente instrumentación de garantías por la vía bancaria. ¿A qué se debe 

esto? No hay que ser muy versado en el tema, se debe a una mayor flexibilidad 

en conseguir una garantía de póliza y porque su costo es muy inferior a la 

bancaria. 

Esa flexibilidad se debe justamente a que las reglas impuestas por la Autoridad 

de Control de ambas actividades, bancaria y aseguraticia, no son las mismas, 

siendo mucho menos exigentes con las segundas en cuanto a garantías de 

contracautela se refiere, y a que las normas técnicas del seguro están 

asentadas en un régimen de cargas que deben ser cumplidas de buena fe por 

los contratantes, mientras que la bancaria se podría resumir a la  capacidad de 

pago y a la garantía que respalda esa capacidad. 

Recordemos siempre que la Administración Pública está en mejores 

condiciones de examinar sus actos en virtud al gran caudal técnico y 

económico que dispone por sobre los demás actores, por lo que debemos 

pasar del llamado de atención mencionado más arriba, al conocimiento 

inexcusable que debe tener de estas circunstancias. 

Y ese conocimiento debe versar también sobre los elementos, características y 

normativas que rigen a cada tipo de garantía para cumplirlas, y no, como hasta 

ahora, de tratar de equipararlos  para facilitar su realización, a pesar que el 

propio texto normativo y la experiencia señalan la diferencia.- 

Al contrario de su deber de ajustarse a las normas,  estos últimos años la 

Administración Pública se ha volcado a tratar de conseguir dicha equiparación 
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intentando fórmulas nuevas y otras de antigua data, que al final no disminuyen 

la vigencia normativa de las cargas y de las caducidades que conllevan su 

incumplimiento. Desde ya afirmamos que la mentada cláusula de a primer 

requerimiento – Nos obligamos incondicionalmente e irrevocablemente a 

garantizar, en calidad de obligados principales y no como simples 

fiadores a pagar al Contratante, contra su primera solicitud y sin derecho 

a objeción alguna de nuestras partes y sin que El Contratante tenga que 

prestar primero una reclamación contra El Contratista” no sirve de mucho 

si no se cumplen con las cargas y se incurren en las caducidades establecidas 

en la ley o en virtud a ella, en el contrato. 

Si bien la garantía instrumentada en póliza de caución se rige en parte por el 

contrato de fianza, no por ello dejan de ser obligatorias las cargas legales o 

contractuales que se pacten. En otras palabras, si bien el asegurador pierde 

algunos derechos, como el de rescindir, no por ello desaparece como un 

contrato con elementos y normativas propios. Su accesoriedad en relación al 

contrato principal no implica que fracasado éste ya de por sí se realice aquel. 

Recordemos no es una fianza bancaria, en donde el mero reclamo lo realiza. 

El administrador debe mantener un estándar jurídico de conducta - debe 

comportarse como si no posee seguro y debe extremar esfuerzos para no 

perder o disminuir su patrimonio -, de modo tal que su gestión asegure la 

efectiva ejecución del contrato y en caso irremediable de frustración, la 

realización de la garantía. Ese estándar no es superlativo ni extraño a cualquier 

actividad, solo requiere prudencia y energía para cumplir con su labor. 

Solo por dar un ejemplo de una conducta impropia a un estándar jurídico es la 

entrega del anticipo financiero al contratista por mayor valor al garantizado o 

sin estar en condiciones de obligar al inicio de obras (liberación de franjas de 

dominio, aprobación de planos, diseños, etc). No es un estándar jurídico 

aceptable el comportamiento de un Administrador Público que con la excusa de 

contar con garantías  entregue a un contratista sumas importantes de dinero 

que éste no las pueda aplicar al contrato por incumplimientos de la propia 

administración. El afán de este Administrador es sólo ejecutar su presupuesto, 
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no cumplir eficientemente con el fin o servicio que Estado le encomienda en 

satisfacción de los administrados. Si ese dinero se pierde ese Administrador es 

responsable por su actuar displicente. 

Por último, antes de pasar a los actos que consideramos debe y en qué forma  

realizar el Administrador Público para mantener vigentes los derechos de la 

entidad sobre la garantía instrumentada en póliza, diremos que existen en el 

mercado bursátil otros medios en que pueden ser instrumentadas las garantías 

como lo son los bonos del estado, bonos de entidades bancarias o de 

sociedades que cotizan en bolsa con calificación AAA, que pueden ser 

caucionadas sin que el contratista pierda la renta que producen mientras 

ejecuta la obra o provee un servicio, y a la Administración le resulte más fácil su 

realización. 

Justificación de Nuestro Aporte. 

Este trabajo no pretende definir el contrato de seguros de caución, ni 

establecer elementos comunes o diferencias con otros contratos. Busca sin 

embargo aportar insumos para el debate, en base a la experiencia, en aras a  

unificar prácticas, fijar los términos y plazos, desmitificar la idea de que las 

pólizas son instrumentos ininteligibles e inaplicables por el Administrador 

Público por lo que éste está condenado a buscar equiparar los tipos de 

garantías a que está obligado a aceptar por imperio de la ley en salvaguarda 

del patrimonio estatal. 

Sin embargo diremos que en un contrato de seguro de caución intervienen tres 

personas: el Asegurado, el Tomador y el Asegurador, y que nuestro Código Civil 

al tratar el Contrato de Seguros usa los vocablos Asegurado y Tomador 

indistintamente para referirse a la misma persona, y que en este caso serán 

distintas. 

Por la claridad del Ensayo sobre el SEGURO DE CAUCIÓN de Rosana 

Fabiana Gimeno, nos permitimos seguir su estructura para describir las notas y 

caracteres que le dan una fisonomía propia a este contrato. 
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1) Al celebrarse el contrato y al tiempo de la presentación de la póliza aún no 

existe una deuda que pueda ser exigible, sino la eventualidad de que pueda 

surgir una deuda en dinero como indemnización, si el Tomador no cumple la 

obra, servicio o suministro prometido. 

2) Asimismo, al momento de solicitar el Tomador la póliza, no es aún deudor de 

una suma de dinero. 

3) El beneficiario es la  Empresa o Administración Pública (Asegurado). 

4) En caso que el Asegurador deba pagar al Asegurado, tiene derecho a repetir 

contra el Tomador, por ser él responsable del siniestro (art. 1616 C.C.). 

5) Los derechos del  Asegurado no se ven conculcados por actos del Tomador. 

6) El Asegurador no puede rescindir el contrato de seguro unilateralmente, aún 

por falta de pago total o parcial de la prima; sólo se libera cuando el asegurado 

da por cumplida la obligación garantizada. 

Por tanto, sus caracteres son: 

“Plurilateral : En este seguro son tres las partes obligadas ante las relaciones 

que surgen del contrato principal y del accesorio o de garantía: el Tomador 

debe el cumplimiento del acuerdo principal y la prima del contrato de garantía, 

el Asegurado las cargas establecidas en la póliza y sus obligaciones frente al 

contratista, y la compañía aseguradora debe hacer efectiva la indemnización al 

asegurado en caso de siniestro. 

Formal: La póliza como prueba del contrato se halla sujeta a las formalidades 

impuestas por la ley. 

Real: Se perfecciona con la entrega de la póliza al Tomador y de él al 

Asegurado.  Las relaciones entre la compañía y el proponente quedan firmes a 

la entrega de la garantía , y respecto de aquella y el Asegurado desde su 

aceptación. 

Aleatorio: La obligación del Asegurador sólo se hace exigible cuando 

efectivamente ocurre el evento previsto. 

Nominado” : Si bien se encuentra establecido en la Ley de Contrataciones 

Públicas y su decreto reglamentario, aún no fue objeto de una regulación 

especial que lo defina con precisión, de modo tal que pueda dilucidarse cuanto 

tiene de semejanza con la fianza y cuanto de lo regulado en el Código Civil le 

afecta en cuanto contrato de seguro 
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“Accesoriedad: Esta característica lo distingue de los seguros en general, 

pues, a diferencia de ellos, el de caución, sigue la suerte del contrato principal.  

La obligación es subsidiaria, porque la compañía  sólo responde en defecto del 

pago del contratista, lo que no es contrario al carácter solidario que asume, ya 

que posee el beneficio del requerimiento previo (ver configuración del siniestro) 

no gozando, sin embargo, de los derechos de división y excusión. 

Este contrato que vincula a la compañía con el comitente, está sujeto a la 

condición suspensiva de que dada determinada condición, incumplimiento del 

contratista, recién nace el derecho del asegurado (comitente) a percibir la 

indemnización y la obligación de la aseguradora a hacerla efectiva”1. 

Oneroso: El Tomador está obligado al pago de la prima. Debe entenderse que 

el Asegurador queda obligado hasta la liberación del Tomador, si se emitió la 

póliza por un periodo de un año, cuando que el fiel cumplimiento del contrato 

amparado es por mayor tiempo, debe entenderse que es al mero efecto de fijar 

la prima, que puede variar de año en año. 

La existencia de tres personas en este vínculo jurídico y que la garantía es 

accesoria del contrato principal, hace que tome elementos del Contrato de 

Fianza (art. 1456 CC). La posibilidad de que un asegurador dé fianza se 

encuentra legalmente establecida, siempre que la misma configure económica 

y técnicamente operaciones de seguros (inc. b del art. 8 L 827/96).- 

Es por demás importante observar que las garantías instrumentadas en pólizas 

de seguros siempre configuren operaciones de seguros. La ambición por 

equiparar los tipos de garantías  por parte de la Administración Pública, con 

exigencias de fórmulas o cláusulas que desnaturalicen el contrato de seguro,  

inclusive al de tratar de colocar al Asegurador no ya como garante del Tomador 

o Contratista, sino como Co- deudor del mismo, podría conllevar a la nulidad 

del mismo (inc. h del art. 20 L 827/96 Operaciones Prohibidas). 

Para evitar esta constante fricción entre Asegurado y Asegurador en las pólizas 

de caución y con afán de clarificar los actos que deben ser cumplidos, 

suponiendo siempre que se trate de un Administrador Público con un estándar 

jurídico eficiente, es que proponemos se observen los siguientes pasos en el 

                                                
1Seguro de Caución. Ensayo por ROSANA FABIANA GIMENO. 
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cumplimiento de las cargas legales y contractuales estipuladas en póliza. 

Carga de Informar la Agravación del Riesgo:    

Si bien es una práctica ya extendida en la Administración Pública la de designar 

un Administrador del Contrato, la misma debería ser obligatoria ya que esta 

persona cumple una función fundamental en el desarrollo del contrato y, por 

ende, en el mantenimiento de las garantías. Dicha obligación debe ir dotada de 

atributos y obligaciones para que desempeñe con eficiencia y eficacia el cargo. 

Este Administrador del Contrato debe velar, en general, porque la provisión se 

realice en tiempo propio y en la calidad y cantidad contratada, o, que la obra 

sea ejecutada conforme al cronograma de obras y en función a las 

especificaciones y diseños técnicos convenidos. 

En cumplimiento de su rol general este Administrador del Contrato está por su 

propia función en condiciones de tomar conocimiento de si existen 

circunstancias que estén tornando difícil el cumplimiento del contrato, por lo 

que es posible asignarle una tarea específica  de comunicar actos que 

constituyan agravaciones del riesgo en función al mantenimiento de la 

garantía.- 

Hechos tales como el no inicio o reinicio de obras en tiempo propio, utilización 

reiterada de malos o diferentes materiales y excesiva demora en reemplazarlos, 

desvíos significativos del diseño y especificaciones técnicas, negativas de 

contratistas de reparar obras terminadas, aplicación de multas, demoras sin 

justificativos en la provisión, huelga de empleados, falta de pago a obreros, 

proveedores, etc. constituyen actos que sin constituir todavía causal última de 

rescisión son visualizados por el Administrador del Contrato y deben ser 

informados al Asegurador (art. 1580 CC). Aquí Tomador es sinónimo de 

Asegurado. 

Esta obligación debe ser cumplida de inmediato según el Código Civil, pero las 

pólizas del mercado van desde inmediato hasta el plazo de tres a cinco días de 

tomar conocimiento. 
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De inmediato no significa mas que sin demoras, y como no hace falta fórmulas 

sacramentales para efectuar la comunicación basta una nota señalando el 

hecho y solicitando recibo de recepción. 

El Administrador puede delegar en el Fiscal de Obras esta obligación, con lo 

cual se asegura la prontitud del cumplimiento de la carga. 

Estas comunicaciones habilitarán al Asegurador a indicar cuales sería las 

medidas adecuadas a seguir para evitar la frustración del contrato, inclusive 

ejercer actos o acciones de salvamento que el Administrador no debe repeler 

salvo que las medidas sean perjudiciales (art 1610 CC). Indiquemos que la 

norma contenida del artículo 59, 3er párrafo de la Ley 2.051/03, esta dada en 

función a la concreción del contrato permitiendo, aún iniciado el proceso de 

rescisión pero antes de su conclusión, que el mismo se cumpla. El espíritu de 

esa norma beneficia también al Asegurador, ya que le permitiría hasta ese 

momento ejercer el derecho de salvamento y cumplir el contrato en nombre del 

Tomador (arts. 1610 y 479 C.C). 

Sí el Asegurador guardó silencio en estas circunstancias es porque el actuar 

del Administrador se ajusta a la ley y al contrato, no pudiendo luego alegar 

estos hechos como motivo o fundamento de rechazo del derecho del 

Asegurado. 

El incumplimiento de esta carga de denunciar la agravación del riesgo trae 

aparejada la pérdida del derecho a ser indemnizado (3er. párrafo art. 1583 CC). 

Dijimos que a los efectos de esta carga el término utilizado por el C.C., 

Tomador es sinónimo de Asegurado. El clausulado general de  las mayorías de 

las póliza eliminan este defecto haciendo recaer la carga sobre el Asegurado, 

ya que en la mayoría de los casos es el Tomador él que con sus acciones u 

omisiones agrava el riesgo. 

Pero, eso no excluye que la agravación sea provocada por la propia 

Administración que por desidia o morosidad en el cumplimiento de sus 

obligaciones termine condenando a su contratista a la imposibilidad de cumplir 
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el contrato. Esta conducta también hace perder el derecho de ser indemnizado 

(art. 1609).- 

Denuncia del Siniestro: 

El acto u omisión del contratista que determina la decisión del Administrador a 

iniciar el procedimiento de rescisión (art. 59 L 2.051/03) constituye el siniestro, 

y sobre el cual existe obligación de comunicarlo al Asegurador dentro de los 

tres días de conocido. 

Ese acto u omisión debe ser el vencimiento del término otorgado para el 

cumplimiento de sus obligaciones bajo apercibimiento de rescindir el contrato, y 

ello surge claramente del juego armónico del segundo párrafo del citado 

artículo 59 por el cual se establece: La contratante iniciará el procedimiento 

de rescisión dentro de los quince días calendario siguientes a aquél en 

que se hubiere agotado el plazo límite de aplicación de las penas 

convencionales. El día que dio inicio a ese plazo es el día del siniestro. 

En los contratos de provisión, el día siguiente al del incumplimiento de entregar 

las cosas es el día del siniestro, y el de inicio para computar los quince días 

dentro de los cuales se comienza el proceso de rescisión. 

En los contratos de obras al día siguiente del incumplimiento de la intimación 

que se le haga bajo apercibimiento de rescindir el contrato. Ésta intimación 

supone fue realizada por existencia de  actos u hechos del Contratista que ya 

no pueden ser salvados por nuevas prorrogas o condiciones o aplicaciones de 

multas diligentemente concedidas  o aplicadas dentro del contrato por el 

Comitente o Asegurado, y también es día del de inicio para computar los quince 

días dentro de los cuales se comienza el proceso de rescisión. 

 

Bastaría comunicar que no dio cumplimiento a la intimación o a la orden de 

entrega  adjuntando copia de ella y mención que configurarán el siniestro en la 

estación oportuna. 
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En los casos donde se juzga el incumplimiento por medio de árbitros, al día 

siguiente del laudo. 

En los casos en que no se previó intimación alguna, el día del vencimiento del 

plazo para entregar bienes o realizar obras, es el día del siniestro, ya que la 

mora se produce de pleno derecho (art. 424 CC) 

Configuración del Siniestro: 

Si bien el siniestro ha ocurrido, es necesario configurarlo.  Esto suele traer una 

cierta e innecesaria confusión en el ámbito de la Administración. 

Configurar el siniestro básicamente consiste en dos actos que tiene que 

realizar la Administración luego de rescindido el contrato, uno derivado de la 

normativa del contrato de fianza y del carácter accesorio del contrato de 

seguros, y otro del cumplimiento de la carga previstas en los artículos 1598 y 

1597 del CC. de prestar información complementaria. 

El primero de ellos consiste en la intimación de pago del importe de la clausula 

penal amparada por medio fehaciente por el plazo que establezca la póliza al 

contratista, y remitir copia autentica de ella al Asegurador de inmediato de 

vencido el plazo. 

Y el segundo, remitir copia autenticada de todo el proceso sumarial de 

rescisión. Se refiere al expediente formado con motivo de declarar la rescisión. 

Ese expediente, por su naturaleza y el fin perseguido, debe estar dotado de 

toda la documentación que justifique la actuación de la Administración. 

Esto es muy importante porque muchas veces existen actos previos que debe 

realizar la Administración antes de decidir iniciar el proceso de rescisión, como 

por ejemplo el arbitraje en materia de consultorías. 

La falta de cumplimiento de ambas o de una de estas acciones que constituyen 

la carga de configurar el siniestro se traduce en pérdida del derecho a la 

indemnización (arts. 1579 y 1590 C.C.). 
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Carga de Prestar Información Complementaria: 

Como se dijera, esta carga prevista en los artículos 1589 y 1597 del C.C. a 

nuestro entender ya se encuentra cumplida con la carga de la Configuración 

del Siniestro. Pero aún así el Asegurador podría dentro del plazo de treinta días 

solicitar alguna aclaración o documentación adicional luego de recibida aquella. 

Pero este nuevo pedido debe ser idóneo, no inocuo, es decir no realizado con 

el fin  único de no dejar vencer el plazo previsto para el pronunciamiento del 

derecho del Asegurado. 

Es por eso que el Administrador del Contrato debe remitir al configurar el 

siniestro la totalidad de las piezas documentales, incluyendo pliegos, 

especificaciones técnicas, contratos, diseños, etc. Copia de notas 

intercambiadas, informes especiales, puntuales, etc. Todo inventariado y 

detallado de modo tal a facilitar su estudio y evitar dilaciones. 

Realización de la Garantía: 

Estamos frente a una Administración que dio cumplimiento a sus cargas, y de 

la documentación complementaria no surgió ningún tipo de conducta que 

pueda desvirtuar su estándar jurídico de eficiencia, por lo que el Asegurador 

debería reconocer el derecho del Asegurado y pagar la indemnización dentro 

de los quince días de vencido el plazo de treinta días previstos para la 

información complementaria (art. 1591 CC). 

Ejecutoriedad de la Resolución de Rescisión: 

Existen dudas si se puede reclamar al Asegurador aún cuando no esté 

ejecutoriada o pasada en autoridad de cosa juzgada la resolución que 

determina la rescisión del contrato, o si se debe demandar pero estar a las 

resultas del juicio contencioso administrativo, en los casos de que el 

Asegurador no se pronuncie favorablemente sobre el derecho del Asegurado. 

A pesar de que el artículo 1589 del CC prohíbe que el Asegurador subordine su 

prestación a la existencia de una sentencia pasada en autoridad de cosa 
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juzgada, entendemos, en razón, que en la jurisdicción de Cuentas se resolverá 

la nulidad o no de la resolución recaída en sede administrativa, qué  de 

declararse la nulidad el efecto inmediato es que no existió el siniestro. 

 Por lo que el Asegurado, en caso de pronunciamiento negativo del Asegurador, 

debe iniciar la acción antes del plazo de prescripción y solicitar que el mismo 

sea resuelto luego de quedar firme y ejecutoriado el proceso contencioso 

administrativo. 

En el caso de que el Contratista demande la rescisión al mismo tiempo que la 

Administración inicie el procedimiento de rescisión previsto en el art. 59 L 

2.051/03, entendemos que debe reconvenirse por los motivos que tuviese la 

administración para el mismo fin y, además, por el cobro de la cláusula penal, 

citando de de garantía (art. 1652 CC.) al Asegurador para que de prosperar el 

reclamo de la Administración, sea condenada al pago de la garantía. 

Conclusión. 

La identificación de las cargas y su modo de cumplirlas facilitan el manejo de la 

póliza de caución, por lo que puede servir de base para la capacitación de los 

operadores públicos en esta materia. 

La experiencia nos demuestra que la gran mayoría de los rechazos de pago de 

indemnización por el Asegurador se debe a incumplimientos en las cargas 

previstas para el Asegurado, y que como vimos casi todas las cargas solo 

acarrean la obligación de informar en tiempo oportuno. 

No podemos negar que existen también casos en que la Administración Pública 

por el actuar de sus agentes han perjudicado el contrato y por ende sus 

garantías, aunque en apariencia se trate de incumplimientos de Tomador o 

Contratista. Este actuar deficiente a menudo ocasiona el incumplimiento de la 

carga de  proveer la documentación estipulada como necesaria o requerida por 

el Asegurador, porque justamente lo evidencia. 

Pero existen otros que merecen un párrafo de énfasis al decir de los Auditores. 
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Esto se da cuando el Pliego de Bases, que forma parte del Contrato, dispone 

una cosa y la Administración hace otra o no comunica oportunamente lo que 

pretende modificar. 

Hubo casos en que en los anticipos multimillonarios el Administrador acumuló 

varias pólizas por sumas aseguradas de Aseguradores distintos y que sumados 

dan el monto del anticipo, sin comunicar como exige el art. 1609 del CC. y 

luego del rechazo  aducir como defensa de su incumplimiento que el 

Asegurador como fiador del Contratista no puede desconocer el monto 

asignado de anticipo. 

Y ese alegato lo hace desconociendo el propio pliego estándar proveído por la 

DNCP, y por  ende la propia ley de contrataciones que no autoriza la suma de 

instrumentos de garantía para llegar al monto a ser garantizado (art. 39 incs. y 

c L 2.051/03 y apartados 1,2, y 3 del art. 81 del Dto. 21.909/03), cuando que 

dicho documento contractual establece que en garantía de la aplicación del 

anticipo el Contratista presentará UNA póliza de caución, y que la garantía será 

de HASTA, por ejemplo, el veinte por ciento del total del costo de la obra y, si 

agregamos, la obligación contractual y legal (pliego y art. 39 inc b L. 2.051/03) 

de que para recibir el anticipo se debe presentar la póliza con antelación al 

desembolso, ya resulta muy difícil de sostener que el Asegurador pueda saber 

cuánto finalmente decidió la Administración dar a su Contratista en concepto de 

anticipo financiero. Vemos que el argumento de defensa no se encuentra 

justificado. 

 Por cuanto que el Asegurador emite la póliza antes del desembolso del 

anticipo creyendo que su póliza es única, y, que el monto asegurado 

correspondería al desembolso, ya que el documento que tiene a la vista solo 

dice hasta por lo que puede ser desde el uno al veinte por ciento estipulado 

como máximo. Además lo más probable es que el monto de la póliza coincida 

con la capacidad técnica  - económica del Tomador de cumplir con el contrato y 

de afrontar el pago de la cláusula penal – no olvidemos que es deudor principal -. 

En razón este tipo de casos es que la ley  ampara al Asegurador, haciendo 
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recaer en el Asegurado la obligación de informar la existencia de pluralidad de 

seguros, y que tal incumplimiento lo libera.- 

No es de buena fe el Administrador Público que actúa de tal manera, ya que  su 

conducta rompe el equilibrio o sinalagma del contrato, cuando que la misma 

capacidad de pago del tomador en vez de responder por la prestación de una 

garantía, ahora está repartida en otras tantas pólizas, perjudicando al mercado 

y a la masa de asegurados que el propio Estado está obligado a proteger. 

Por otro lado, si el Administrador entregara un mayor monto en concepto de 

anticipo que el amparado en póliza – hecho prohibido por la ley -, participa de 

ese descubierto como si fuera asegurador, no pudiendo pretender en caso de 

rescisión que la parte cumplida, por parcial que fuera, se atribuya a ese 

descubierto y si sobrase  a la parte del garante. Aquí debe regir  el régimen de 

la proporción para establecer el monto final a ser indemnizado. 

Finalmente, estresar  el texto de la póliza con clausulados que la 

desnaturalicen pueden ocasionar de por sí su nulidad, y en la práctica la prima 

que deba abonarse será igual al costo de las garantías bancarias, por lo que se 

perdería de vista el beneficio establecido por el legislador al permitir garantizar 

las obligaciones contractuales con pólizas de caución. 

Exigir textos tales como: “Nos obligamos incondicionalmente e 

irrevocablemente a garantizar, en calidad de obligados principales y no 

como simples fiadores a pagar al Contratante, contra su primera solicitud 

y sin derecho a objeción alguna de nuestras partes y sin que El 

Contratante tenga que prestar primero una reclamación contra El 

Contratista”, puede traer aparejado que se interprete como si se hubiese el 

Asegurador obligado como liso, llano y principal pagador, convirtiéndose así 

en co-deudor solidario y no en garante o fiador. 

La co - deudoria es un figura distinta al contrato de seguros de caución, con lo 

cual se trataría de un operación prohibida por la Ley 827/96 y contraria al 

artículo 1476 y 1616 del CC. La garantía ya no sería accesoria, sino principal, 

desnaturalizando así lo previsto en la ley. 
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Por otro lado, también es distinta a la figura de la fianza, en razón de que no se 

podría oponer al acreedor las defensas propias del fiador o las que 

correspondan al deudor principal (art. 1472 C.C.). 

Y, la frase “…sin derecho a objeción alguna de nuestras partes”, violenta el 

principio constitucional del derecho a la defensa, y no cabe que  el Estado haga 

tabla rasa de esa garantía conculcando derechos a los administrados. 

Cláusulas de esa índole violentan además la normas de Defensa al 

Consumidor, y el Estado no puede pretender constituirse en único consumidor, 

“pues cualquier interpretación que importara ampliar los beneficios 

acordados por la póliza produce un grave desequilibrio en el conjunto de 

operaciones de la compañía afectando a la comunidad de asegurados” 2.
 

Otra consecuencia del establecimiento de estas cláusulas es la falta de 

acompañamiento de las Empresas de Reaseguros, ya que en su mayoría 

rechazan dar coberturas en esas condiciones, y es sabido que el bajo costo de 

las pólizas de caución está dado teniendo a la vista, sin importar demasiado la 

solvencia de Tomador en cuanto al reembolso se refiere,  al hecho de que el  

reaseguro participará de la indemnización. 

Si los reaseguradores, como es el caso actual, excluyen de sus contratos el 

seguro de caución las pólizas a primer requerimiento, el otorgamiento pasara a 

depender  exclusivamente de la capacidad de hacerse repago del Tomador, por 

tanto su costo se asimilará al de la garantía bancaria. 

Y por cierto, esto trae aparejado que un Administrador prudente solicite 

constancia de coberturas de reaseguros en los casos en que las sumas a ser 

aseguradas sean multimillonarias, agregando otra problema más a su gestión. 

 

 

 

 

 

                                                
2
 CNCom. Sala B, 31/05/95. LL1995-E-383 
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III CONFERENCIA INTERNACIONAL DE SEGURO 
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INSTITUCIONES DEL DERECHO COMÚN; COMISIÓN II: ENTIDADES ASEGURADORAS EN 
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PROBLEMÁTICA JURÍDICA DEL REASEGURO EN LOS PAÍSES DEL ÁREA; COMISIÓN IV: 
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MERCADO ASEGURADOR. 

 

 

 

JORGE STEVAN GIUCICH GREENWOOD 

 

Estudios y Congresos 

 

Abogado: 1988 Universidad Católica N.S. de la Asunción. 

Curso de Doctorado en Ciencias Jurídicas:  2001 Universidad Católica N.S. de la Asunción. 

II Jornadas del Código Civil. 1999. Encarnación. Paraguay 

Curso de Dirección Política: 2002 Fundación Pablo Iglesias. Madrid España. 

Congreso Iberoamericano y del Caribe de Seguridad Social. Disertante. Año 2009 Alcalá de Henares. 

España 

Congreso sobre Seguridad Social.  AISS.  2010. Panamá. 

Congreso Iberoamericano de Seguridad Social. Año 2010. Expositor. Quito Ecuador. 

Congreso Internacional de Seguridad Social. Año 2010. Expositor. Ciudad del Cabo. Sudáfrica. 

 

 

 

 



22 

 

Cargos: 

 

Abogado Litigante del Estudio Giucich & Asociados. 1989 a la fecha 

Jefe del Departamento Jurídico de Contratos de la Municipalidad de Asunción. 1991- 1994. 

Director de Central S.A. de Seguros. 2003 – 2009. 

Miembro del Comité Ejecutivo de la APCS. 2003 – 2009 

Director del Grupo Coasegurador RC Carretero Internacional. 2003-2009 

Representante de la APCS ante el Consejo Consultivo de Seguros. 2004 - 2007 

Asesor Jurídico del Congreso Nacional. 2005 – 2006. 

Presidente del Consejo de Administración del Instituto de Previsión Social. 2009- 2011. 

Presidente de la Organización Iberoamericana de Seguridad Social. 2009 – 2011. 

Miembro del Comité Ejecutivo de la Asociación Internacional de Seguridad Social. 2010 -2011. 

Director Ejecutivo de Central S.A. de Seguros. 2011 a la fecha. 

 

Docencia: 

Consultorio Jurídico. Miembro. FCJ y D de la Universidad Católica. 1994. 

 

Publicación: 

Categoría de las Normas en el Contrato de Seguros. La Ley, año 22, n 11, Dic 99. 

 

 


